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L a crisis ha ido poniendo de
manifiesto la importancia
crucial del buen gobierno

corporativo en las entidades de
crédito.

A medida que vamos teniendo
más información acerca de las
prácticas pasadas en entidades ya
desaparecidas, o actualmente con-
troladas por el FROB, va eviden-
ciándose la capacidad destructiva
de un consejo de administración
integrado por personas inadecua-
das, de la falta de mecanismos efi-
caces de control interno o de ges-
tióndelriesgoydelafaltadetrans-
parencia sobre determinadas deci-
siones.

De forma paulatina, la regula-
ción financiera internacional ha
ido poniendo el foco en estas cues-
tiones, destacando los documen-
tos producidos por el Comité de
Supervisión Bancaria de Basilea
sobre el gobierno corporativo de
lasentidadesdecrédito.

Siguiendo esa tendencia, la Au-
toridad Bancaria Europea (EBA)
produjo un documento funda-
mental el pasado 22 de noviembre
de 2012, que lleva por título: “Gui-
delines on the assesment of the
suitability of members of the ma-
nagement body and key function
holders”. A pesar de su gran im-
portancia, parece haber pasado
desapercibido.

Estas guías no constituyen me-
ras recomendaciones en materia
de gobierno corporativo sino au-
ténticas normas que los Estados
tendrán que incorporar a sus orde-
namientos internos antes del pró-
ximo22demayo.

Las nuevas reglas establecen los
criterios que permiten determinar
la idoneidad de los miembros de
losórganosdeadministraciónylos
directivos de mayor nivel, tanto a
efectos de su selección por la enti-
dad como para la posterior valora-
cióndelsupervisor.

Respecto del derecho español
actualmente vigente (básicamente
integrado en el ámbito bancario
por el Real Decreto 1245/1995, so-
bre creación de bancos, actividad
transfronteriza y otras cuestiones
relativas al régimen jurídico de las
entidades de crédito), el nuevo ré-
gimen europeo introduce dos
cambiosfundamentales:

En primer lugar, suprime el pre-
sente automatismo en la aplica-
ción de esos criterios, reconocien-
do al Banco de España un cierto
margen de discrecionalidad a la
hora de valorar la concurrencia de
los distintos requisitos en materias
tan sensibles como la honorabili-
dad.

El derecho administrativo reco-
noció hace ya tiempo la existencia

de técnicas de “control de la dis-
crecionalidad” , (que no puede ser
libérrima en un estado de dere-
cho), y, en última instancia, la ga-
rantía de la posible revisión judi-
cial. Por tanto, un cierto grado de
discrecionalidad en favor del su-
pervisor no parece preocupante,
siempre que las decisiones adopta-
das sean razonables, motivadas y
justificadas en derecho, como se-
guroocurrirá.

El segundo cambio, que me pa-
rece mucho más importante, es la
detalladísima regulación de los re-
quisitos de honorabilidad, conoci-
mientos y experiencia que habrán
de cumplir los administradores y
directivos de las entidades de cré-
dito, así como el examen que se
anuncia de su gobierno corporati-
vopropiamentedicho.

Aunque existen entidades para
las que la nueva regulación no im-
plicará mayores cambios, otras ha-
brán de cambiar el perfil de sus ad-
ministradores actuales, a lo que se
sumará, en el caso de los bancos
controlados por cajas de ahorros,
el impacto de las reformas que se
anuncianensuestatutojurídico.

El Ministerio de Economía y
Competitividad ha incorporado la
guía de la EBA a través de un Pro-
yecto de Real Decreto, divulgado

haceunosdías,porelquese“modi-
fican los requisitos de honorabili-
dad, experiencia y buen gobierno
enlasentidadesdecrédito”.

El Proyecto responde también al
Memorando de Entendimiento
(MoU) de julio del año pasado
cuando atribuye al Banco de Espa-
ña diversas competencias que, has-
taahora,correspondíanalMiniste-
rio de Economía y Competitividad,
con lo que su autonomía queda re-
forzada.

En definitiva, se trata de un pro-
yecto normativo de la mayor im-
portanciaparalasentidadesdecré-
dito y que obligará (no en todos los
casos) a una atenta reconsidera-
cióndeloscriterioshastaahorauti-
lizados para la selección de conse-
jeros y directivos y, en general, de
sugobiernocorporativo.

Aunque quedan meses para la
aprobación del Real Decreto, lo
cierto es que, dado que la mayor
partedesucontenidoosehatoma-
do de la guía de la EBA o es tributa-
rio del MoU, no son previsibles
grandes cambios por lo que las en-
tidades deberían proceder a la
pronta autoevaluación de la com-
posición de sus órganos de gobier-
noydesu organizaciónyfunciona-
mientointerno.
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E l Parlament de Cataluña aprobó el pasado día 23
de enero la Resolució 5/X del Parlament de Cata-
lunya, per la qual s'aprova la Declaració de sobira-

nia i del dret a decidir del poble de Catalunya. En la citada
Resoluciónseincluyenafirmacionesmuypolémicasque
han suscitado el rechazo del constitucionalismo y el re-
sultante debate sobre su impugnación ante el Tribunal
Constitucional.

Desde el punto de vista constitucional, lo aprobado
por el Parlament es técnicamente una resolución de las
previstas en el artículo 145 del Reglamento del Parla-
ment: una resolución para impulsar la acción política y
de gobierno, la cual se dirige al Gobier-
no de la Generalidad o a la ciudadanía.
Es una declaración política que, en el
casodelade23deenero,comprende,al
menos, dos afirmaciones notablemente
contrariasalaConstitución:i)“ElParla-
ment de Catalunya acuerda iniciar el
proceso para hacer efectivo el ejercicio
del derecho a decidir para que los ciudadanos y las ciu-
dadanas de Cataluña puedan decidir su futuro político
colectivo” y ii) Uno de los principios de tal proceso es el
de la soberanía: “El pueblo de Cataluña tiene, por razo-
nesdelegitimidaddemocrática,carácterdesujetopolíti-
co y jurídico soberano.” Así, el Parlament “acuerda” ini-
ciar un proceso que se asienta sobre dos presupuestos
básicos: lasoberanía“políticayjurídica”delpueblocata-
lányelderechoadecidirsobresufuturo.

La cuestión jurídica es por tanto: ¿puede el Parlamen-
to de una Comunidad Autónoma hacer una declaración
tanradicalmentecontrariaalaConstitución?Amijuicio,
hay que distinguir, por un lado, las declaraciones políti-

casqueformulanunobjetivocontrarioalaConstitución,
elcualseintenta,noobstante,alcanzarmediantelospro-
cedimientos de reforma que la misma contempla. Y, por
otro, aquéllas que proclaman, como la Resolución que
nos ocupa, que el pueblo de Cataluña ya es soberano y
tiene un derecho a decidir, por lo que se acuerda iniciar
el proceso para hacerlo efectivo. No es lo mismo decir
que el pueblo de Cataluña aspira a ser soberano que de-
cir que el pueblo de Cataluña ya lo es, y que, en conse-
cuencia, tiene el derecho a decidir. Toda aspiración en-
caja en la Constitución; en cambio, no sucede lo mismo
conlasproclamaciones,enestecaso,decualidadesinsti-
tucionales, las cuales son escandalosamente contrarias a
laConstitución.

La Constitución dispone que “la soberanía nacional
reside en el pueblo español del que emanan los poderes
del Estado” (art. 1.2). No hay ningún otro sujeto sobera-
no. Ésta es una regla que podrá ser cambiada por los

cauces de la reforma de la Constitu-
ción. En cambio, la resolución del Par-
lament declara que el cambio institu-
cional ya se ha producido, al margen
de tales cauces. El Parlament podrá
expresar el deseo, la aspiración, el ob-
jetivo… que considere oportuno, pero
no puede, conforme a la Constitución,

proclamar ni unos atributos del pueblo catalán, ni cier-
to derecho de los que constitucionalmente carece, ni
aún menos acordar el inicio de un proceso que tampo-
co está contemplado en la Constitución. Podría mani-
festar su aspiración, pero no puede declarar, ni siquiera
en clave política, aquello que ni tiene ni puede tener
conforme a la Constitución.

El artículo 161.2 de la Constitución establece que el
Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucio-
nal las resoluciones adoptadas por los órganos de las Co-
munidades Autónomas. El Gobierno podría usar este
mecanismo de control, el cual tiene, por ende, el efecto
de la suspensión inmediata de la resolución impugnada.
Mas hay una dificultad no precisamente menor. La in-
terpretación que ha llevado a cabo el Tribunal Constitu-
cional de esta vía de control. En el Auto 135/2004, de 20
de abril, inadmitió el recurso del Gobierno de la Nación
contraelAcuerdodelGobiernoVascoporelqueseapro-
baba la denominada Propuesta de Estatuto Político de la
Comunidad de Euskadi y el Acuerdo de la Mesa del Par-
lamento Vasco por el que se admite a trámite aquella
propuesta. La doctrina sostenida es extraordinariamen-
te rígida ya que afirma que “la eventual inconstituciona-
lidad de los actos parlamentarios sólo es relevante cuan-
do concluyen con una resolución, disposición o acto que
se integra en el Ordenamiento….”. Esto quiere decir que
“lanecesariadefensajurisdiccionaldelordenamientono
puede verificarse sino cuando cabe hablar propiamente
de infracciones normativas, sólo susceptibles de ser cau-
sadas, obviamente, por normas, y nunca por proyectos o
intenciones normativas, que, en cuanto tales, pueden te-
nercualquiercontenido.”

Admisión
Esta doctrina conduce a la inadmisibilidad del recurso
porque sólo pueden haber infracciones a las normas
constitucionales cuando son causadas por otras normas.
Si la resolución parlamentaria no se ha convertido en
norma,noseríaimpugnable.Esincoherente,desdelaló-
gica y el Derecho, que esto sea así. La ilegalidad también
puedeserelfrutoderesolucionescomoladelParlament
que comento que califica “jurídica y políticamente” so-
berano al pueblo catalán. Además, la aplicación de esta
doctrina conduciría al absurdo de tener que esperar a
que el Parlament apruebe la Constitución del nuevo Es-
tado catalán, porque tampoco bastaría con que procla-
mase la independencia, puesto que igualmente sería una
declaración política. Entiendo la desazón del Gobierno
delaNación.Unavezmás, la incapacidadparagestionar
la crisis institucional no está en la Constitución sino en
sus intérpretes. Éste es el principal problema que tiene
nuestroedificioconstitucional.

Decidir e impugnar

Catedrático de Derecho administrativoArtur Mas y Oriol Junqueras.
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